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INTRODUCCIÓN

Las presentes líneas tienen lugar con ocasión del libro homenaje al pro-
fesor José Román Duque Sánchez que rinde el Tribunal Supremo de
Justicia. A tal efecto, hemos decidido asociar a la materia laboral un tema
al que nos hemos dedicado en otra oportunidad, a saber, la capacidad, de
tal suerte que ahora particularmente nos referiremos a la capacidad de
obrar del menor de edad en el ámbito del derecho del trabajo. De allí que
las siguientes líneas se pasean por la capacidad laboral del menor de edad.
Haremos especial referencia a las normas que en este sentido consagra
la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente1 en la
materia indicada, así como a la Ley Orgánica del Trabajo.2

Dividimos nuestra reflexión en varios puntos que van desde la incapaci-
dad de obrar del menor, para luego descender hasta la capacidad labo-
ral del mismo, así como la capacidad de obrar en lo que atañe al producto
de su trabajo. Posteriormente, como último punto nos referiremos sutil-
mente a algunos aspectos vinculados al trabajo del menor, a saber, los
derechos y los requisitos laborales para concluir con una breve referen-
cia al contrato de trabajo.

1. GENERALIDADES

El trabajo del menor de edad se ha convertido en Venezuela y en el
mundo en una imperiosa necesidad que el derecho no puede descono-
cer. Contrariamente el orden jurídico ante la evidente existencia de un
sinnúmero de menores trabajadores debe crear un marco legal que am-
pare sus derechos y regule de una forma efectiva una labor vital del ser
humano como es el trabajo.

El trabajo como importante hecho social siempre ha ocupado un sitial
especial para el derecho por ser la fuente necesaria para la subsistencia
y desarrollo del hombre. De allí la particular naturaleza de orden público

1 En lo sucesivo LOPNA.
2 En lo sucesivo LOT.
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que en ciertas circunstancias envuelven al derecho laboral. Pues bien,
si la delicadeza que arropa al sector laboral se une al sentido, por lo
demás igualmente frágil que acompaña a la materia minoril, será fácil
concluir que el trabajo del menor supone un área que por su doble con-
dición de debilidad ha de ser protegida por el orden legal.

El menor de edad es un ser en desarrollo cuya existencia ha de ser
plena a los fines de contar con una educación que le permita un futuro
digno. Lo ideal sería que el niño o el adolescente pudiera dedicar su
juvenil actividad a nutrir su estudio, sin embargo, la realidad se impone
en algunas circunstancias y no puede el derecho desconocer la posibili-
dad de que el menor combine las actividades propias de su edad con la
responsabilidad que supone el trabajo. De allí la importancia de las nor-
mas jurídicas protectoras del menor que labora.3 La miseria imperante,
las fallas educacionales y de formación profesional y los efectos perju-
diciales del trabajo precoz son parte de los problemas del trabajo de
menores en Venezuela.4 El trabajo infantil puede asumir formas peligro-

3 Sobre el menor trabajador en la doctrina nacional, véase: Parra Aranguren, Fernando: Derechos
y deberes del trabajador joven y algunos problemas derivados del trabajo de menores en
Venezuela. En: Revista sobre Relaciones Industriales y Laborales N° 12/13. Caracas, Universidad
Católica Andrés Bello, enero/diciembre 1983, pp. 103-117; Marín Quijada, Enrique y Jacqueline
Richter Duprat: El Régimen de trabajo de los menores en Venezuela. La mujer y el menor
trabajador serán objeto de protección especial. Constitución 93. En Revista de la Fundación
Procuraduría General de la República N° 11, Caracas, 1994, pp. 109-175; Wills Rivera, Lourdes:
Protección legal del menor trabajador. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políti-
cas N° 90. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1993, pp. 161-188; Ramos de la Rosa,
Emilio: El derecho a trabajar de los menores. En: Revista de Derecho Público N° 15. Caracas,
Editorial Jurídica Venezolana, julio-septiembre 1983, pp. 71-77; Zuleta de Merchán, Carmen:
Breves reflexiones en torno a la valoración jurídica del trabajo de los niños y adolescentes. En:
Revista Lex Nova N° 241. Colegio de Abogados del Estado Zulia, 2002, pp. 47-58; Bustamante
Pulido, César: Los regímenes especiales en el Anteproyecto de Ley Orgánica del Trabajo, Las
Mujeres y los Menores. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas N° 65. Caracas,
Universidad Central de Venezuela, 1986, pp. 238-259. Puede reseñarse también: Caribas, Alejan-
dro: Elementos del Contrato de Trabajo: El caso de los menores que prestan sus servicios en los
automercados. Caracas, edit. El Centauro, 1997; Sainz Muñoz, Carlos: Los menores trabajado-
res. Caracas, edit. Lito-Jet C.A., 1993; Sainz Muñoz, Carlos: Los niños y adolescentes trabajado-
res en la Constitución Bolivariana y LOPNA. Caracas, La Editorial Centro de Desarrollo e
Investigaciones Laborales Cedil, 2001.
4 Véase: Parra Aranguren, Ob. Cit., pp. 113-117.
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sas para el desarrollo físico y psíquico del menor.5 A una problemática
tan complicada no puede unirse la carencia de protección legal y de allí
la imperante intervención legislativa en torno al trabajo de menores.6

Refiere Fernando Parra Aranguren que la problemática laboral del jo-
ven se inicia con la concepción y de allí que se ampare a la mujer emba-
razada.7 Nuestro ordenamiento tradicionalmente se ha preocupado por
la protección al menor trabajador.8 Actualmente, dicha protección está
contenida en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela,9

en los instrumentos internacionales,10 la LOPNA11 y la LOT.12 La legis-
lación venezolana en materia de menores se caracteriza por la marcada
intervención del Estado, tendente a limitar la autonomía de la voluntad
de las partes con miras a la protección física y moral del menor; facili-
tar un control efectivo sobre los empleadores y ampliar la capacidad del
menor.13 Sobre este último aspecto relativo a la capacidad nos referire-
mos a continuación.

5 Véase en este sentido: Richter, Jacqueline: Las formas más peligrosas e intolerables de trabajo
infantil en América Latina: una acción urgente para su erradicación. En: De los Menores a los
Niños... una larga trayectoria. Caracas, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias
Jurídicas y Políticas, Instituto de Derecho Privado, 1999, pp. 325-357.
6 Véase: Marín Quijada y Richter Duprat, Ob. Cit., p. 111: “La situación jurídica de los menores
trabajadores es de una protección dentro de otra protección. El régimen jurídico del trabajo en
general, está fundamentado en una serie de normas de orden público que limitan la autonomía de
la voluntad de las partes. Dentro de ese marco, los menores tienen lo que se conoce como un
régimen especial”.
7 Parra Aranguren, Ob. Cit., 113.
8 Sobre las principales normas protectoras del trabajo de menores que consagró nuestro ordena-
miento, véase: Parra Aranguren, Fernando Ignacio: Antecedentes del Derecho del Trabajo en
Venezuela 1830-1928. Maracaibo, Universidad del Zulia, 1965, pp. 94-96. Véase también: Parra
Aranguren, Derechos y deberes..., p. 106: “Normas relacionadas con la defensa del menor
trabajador se encuentran en algunas de las ordenanzas y códigos de policía dictados por las
diputaciones provinciales desde el inicio de la República. A nivel nacional, fueron incluidas en
legislación minera y en la del trabajo. En esta última a partir de 1928”.
9 Véase: Arts. 79, Art. 89, num. 6. La Constitución de 1961 en su Art. 93 señalaba que “la mujer
y el menor trabajadores serán objeto de protección especial”.
10 Véase: Las normas internacionales del Trabajo. Ginebra, Oficina Internacional del Trabajo, 2ª
edic., 1985, pp. 43 y 44. Se citan los Convenios N° 5, N° 6, N° 33, N° 60, N° 90, N° 130.
11 Véase Arts. 94 al 116.
12 Véase: Arts. 247 al 273.
13 Alfonzo Guzmán, Rafael J.: Nueva Didáctica del Derecho del Trabajo. Caracas, Universidad
Católica Andrés Bello, 6ª edic., 1983, pp. 153 y 154. Véase también: Alfonzo Guzmán, Rafael:
Estudio Analítico de la Ley del Trabajo Venezolana. Caracas, Contemporánea de Ediciones,
1985, T. I, pp. 495-508.
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Entre las normas que rigen el trabajo de los menores de edad ocupa un
lugar interesante lo relativo a la capacidad de obrar, porque a los fines
de hacer efectivo el ejercicio del derecho en juego, la ley concede al
adolescente un régimen diferente al del menor que no labora.

2. LA INCAPACIDAD DE OBRAR DEL MENOR

El concepto de incapacidad es negativo (falta de) nos lleva a intentar
definir qué es la capacidad de obrar.14 Dentro de la teoría general de la
capacidad se distingue la capacidad jurídica o de goce de la capacidad
de obrar o de ejercicio. La capacidad jurídica o de goce algunos la asi-
milan a la personalidad, en tanto que otros acertadamente la consideran
la medida de la misma. La capacidad de obrar se presenta como la
posibilidad de realizar actos jurídicos válidos por voluntad propia.15 A su
vez, tal capacidad se subdivide en negocial,16 procesal17 y delictual.18

Cuando nos referimos a incapaces aludimos a la falta de capacidad de
obrar, bien sea en forma plena o relativa.19

14 De La Cuesta y Aguilar, Joaquín: La tutela familiar y disposiciones a favor del menor incapaz.
Barcelona, Bosch, 1994, p. 17.
15 Sobre la capacidad, véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Ensayos sobre capacidad y
otros temas de Derecho Civil. Colección Nuevos Autores N° 1. Caracas, Tribunal Supremo de
Justicia, 2001, pp. 69-74; De Freitas De Gouveia, Edilia: La noción de capacidad en la doctrina
jurídica venezolana. En: Estudios de Derecho Civil. Libro Homenaje a José Luis Aguilar
Gorrondona. Colección Libros Homenaje N° 5, Fernando Parra Aranguren Editor. Caracas,
Tribunal Supremo de Justicia, 2002, Vol. I, pp. 319-349; Pons Tamayo, Héctor: Capacidad de
la persona natural. Maracaibo, La Universidad del Zulia, Faculta de Derecho, 1971; Ramos
Chaparro, Enrique: La persona y su capacidad civil. Madrid, edit. Tecnos, 1995, pp. 175 y ss.;
Borda, Guillermo: La capacidad. En: La persona humana. Buenos Aires, La Ley S.A., 2001, pp.
167-194.
16 Si esos actos jurídicos se traducen en negocios jurídicos, bien sea unilaterales como el testamen-
to o bilaterales como el contrato.
17 Si los actos jurídicos se presentan como actos procesales, a saber, todas aquellas actuaciones que
supone el ejercicio de la actividad jurisdiccional.
18 Se refiere a la posibilidad por responder por el propio hecho ilícito de conformidad con el Art.
1.185 del Código Civil.
19 La incapacidad plena supone una privación absoluta de la capacidad de obrar que se subsana
mediante la “representación”, en tanto que la incapacidad relativa implica una limitación de la
capacidad de obrar que se subsana a través de la “asistencia” o de la “autorización”.
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El menor, en principio, es un incapaz de obrar20 en razón de la edad,21

porque no tiene la edad22 a partir de la cual se tiene capacidad plena para
la realización por sí solo de la generalidad de los actos jurídicos. Esa
capacidad de obrar la tendrá de conformidad con el Art. 18 del Código
Civil23 a partir de los dieciocho (18) años. No obstante, existen importan-
tes casos en que a pesar de su incapacidad, la ley le concede al menor
capacidad plena o limitada para realizar ciertos actos.24 La capacidad
plena tiene lugar cuando el menor actúa por sí solo, sin precisar interven-
ción de alguien; en tanto que la capacidad limitada supone la actuación
conjunta del menor con otra persona que complemente su capacidad o la
previa autorización a la realización del acto en cuestión.25

De tal suerte, que la regla es que el menor de edad26 es un incapaz de
obrar27 salvo que la ley le conceda capacidad plena o limitada para
actuar. Precisamente un interesante supuesto en que la ley le otorga

20 Esto porque no tiene la posibilidad de realizar por su sola voluntad la generalidad de las
actuaciones jurídicas.
21 La edad se define como el tiempo transcurrido en años desde el nacimiento hasta el momento
que se considere. (Domínguez Guillén, Ensayos..., p. 434).
22 Para algunos comentarios sobre la edad, véase: Ibíd., pp. 40-42 y 74-76; Ramos Chaparro, Ob.
Cit., p. 322, De Freitas De Gouveia, Ob. Cit., p. 336.
23 Prevé el artículo: “Es mayor de edad quien haya cumplido dieciocho (18) años. El mayor de
edad es capaz para todos los actos de la vida civil, con las excepciones establecidas por
disposiciones especiales”.
24 Véase: Arts. 46, 59, 146, 222, 263, 273, 837 ord. 3, del CC; Arts. 84, 96, 100 y 101 de la
LOPNA; Art. 31 de la Ley Sobre el Derecho de Autor; Arts. 2 y 3 de la Ley General de Bancos y
otros Institutos Financieros.
25 Domínguez Guillén, María Candelaria: La capacidad procesal del menor de edad. En: Nuevos
Estudios de Derecho Procesal. Homenaje a José Andrés Fuenmayor. Colección Libros Homenaje
N° 8. Fernando Parra Aranguren Editor. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, Tomo I,
pp. 428 y 429. Véase también: Domínguez Guillén, María Candelaria: Reflexiones en torno a la
capacidad procesal del menor en la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescen-
te. En: Revista de Derecho N° 3, Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2001, pp. 257-288.
26 La expresión “menor de edad” no tiene –a nuestro criterio– una connotación despectiva o
peyorativa, como ha pretendido sostenerse después de la entrada en vigencia de la LOPNA, pues
simplemente alude a la persona que no tiene la edad a partir de la cual la ley le concede plena
validez a sus actos por su sola voluntad. Véase nuestros comentarios en: Domínguez Guillén, La
capacidad procesal..., p. 429, notas 2 y 3.
27 La LOPNA no cambia el régimen de incapacidad de obrar que afecta al menor, incapacidad que
se proyecta en la rama procesal no obstante los malos entendidos que han tenido lugar con la
entrada en vigencia de la LOPNA. Véase en torno a la capacidad procesal del menor y el sentido
de la LOPNA: Ibíd., pp. 427-464.
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capacidad al menor, esto es los efectos laborales, como veremos in-
mediatamente.

Por otra parte, es necesario aclarar, como hemos tenido oportunidad de
indicarlo en otras ocasiones, que el menor de edad en modo alguno tiene
capacidad procesal plena por efecto de la LOPNA.28 Este texto norma-
tivo no ha variado el régimen general de la capacidad del menor y mal
podría hacerlo, de manera que no se debe confundir los derechos pro-
cesales del menor con la capacidad procesal que es un concepto téc-
nico que supone actuaciones procesales complejas, las cuales trascienden
a acudir ante el juez.29

3. LA CAPACIDAD LABORAL DEL MENOR

Según acabamos de indicar,30 el menor es en principio un incapaz de
obrar, pero a pesar de esto, en algunos casos el orden legal le concede
al menor capacidad plena o limitada para actuar. Veamos en materia
laboral cuáles son esas modalidades:

3.1 CAPACIDAD PLENA

El artículo 100 de la LOPNA prevé: “Se reconoce a los adolescentes,
a partir de los catorce años de edad, el derecho a celebrar válida-
mente actos, contratos y convenciones colectivas relacionadas con
su actividad laboral y económica; así como, para ejercer las res-
pectivas acciones para la defensa de sus derechos e intereses, in-
clusive el derecho a huelga, ante las autoridades administrativas y
judiciales competentes”.

28 Véase en este sentido: Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 67-96; Domínguez Guillén, Reflexio-
nes..., pp. 257-288; Domínguez Guillén, La capacidad procesal...., pp. 427-464. En este último
concluimos: “Los principios generales que sustentan la teoría general de la capacidad no podrían
ceder ante un malentendido sentido de la participación del niño y del adolescente en el proceso.
La edad, el discernimiento y la capacidad civil son elementos básicos que le permiten al ser
humano asumir la complejidad de las consecuencias derivadas de la capacidad procesal. Para
lograr la justa participación que reclama la infancia y la adolescencia en el sector jurisdiccional,
no se precisa atribuir a los menores una aptitud contraria a su naturaleza”. (Ibíd., p. 464).
29 Véase: Ibíd., p. 463.
30 Véase supra N° 2.
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Según se evidencia de dicha norma, el adolescente de catorce (14) años
tiene capacidad plena en el ámbito negocial y procesal por lo que res-
pecta a la materia laboral. Es decir, no precisa ni siquiera de la asisten-
cia o autorización de otra persona a los fines de celebrar contratos de
trabajo y ejercer las acciones derivadas del mismo.

La capacidad de obrar plena implica la actuación por sí solo, es decir, el
adolescente de catorce (14) años podrá por su sola voluntad y sin preci-
sar intervención alguna de un tercero, celebrar contratos de trabajo y
ejercer por cuenta propia las acciones inherentes a dicha actividad. En
el primer caso, cuando referimos su capacidad al ámbito contractual,
estamos en presencia de una manifestación de su capacidad negocial;
en tanto que en el segundo y último caso, cuando aludimos al ejercicio
de las acciones para la defensa de sus derechos, nos referimos a la
capacidad procesal.31 El menor de catorce (14) años igualmente tiene
capacidad delictual como subespecie de la capacidad de obrar, porque
la misma depende del discernimiento32 y la edad indicada supone este
último.33 De manera pues, que el menor de edad con catorce (14) años
posee capacidad de obrar plena34 en el terreno del derecho laboral.

31 No obstante, la capacidad procesal plena que reconoce la ley a favor del adolescente, en una
investigación de campo que realizaron las estudiantes Ariadna Velásquez y Neides Rodríguez
durante el curso de seminario que dictamos en la Universidad Central de Venezuela, las autoras
constataron que la incidencia práctica de las demandas o acciones judiciales de los menores contra
los patronos era prácticamente inexistente. (Velásquez, Ariadna y Neides Rodríguez: La capaci-
dad de laboral del menor. Trabajo presentado en el curso de seminario “Las causas que afectan
la capacidad de obrar”, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políti-
cas, Escuela de Derecho, 2002-03, (inédito).
32 El artículo 1.186 del CC señala que “el incapaz queda obligado por sus actos ilícitos siempre
que haya obrado con discernimiento”.
33 En efecto, el discernimiento es la posibilidad de distinguir entre el bien y el mal y éste en
condiciones normales lo posee el adolescente, es decir, el menor con más de doce (12) años. Con
mayor razón el menor con catorce (14) años, pues precisamente, en razón del mismo, el
legislador ha concedido capacidad plena laboral al adolescente.
34 Significa como vimos supra N° 2 que el menor de edad podrá realizar negocios jurídicos válidos
por su sola voluntad y podrá ejercer igualmente las acciones administrativas y jurisdiccionales
pertinentes.
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Con anterioridad a la entrada en vigencia de la LOPNA,35 de conformi-
dad con el artículo 248 de la LOT,36 el menor de edad tenía capacidad
de obrar plena en el ámbito laboral a los dieciséis (16) años, esto porque
dicho artículo indicaba que el menor que tenía más de catorce (14) y
menos de dieciséis (16) años precisaba de autorización, lo que permitía
concluir que el menor con dieciséis (16) años no requería de la misma y
en consecuencia tenía capacidad plena.37 La LOPNA reduce la capaci-
dad de obrar en el ámbito laboral de dieciséis (16) a catorce (14) años.

Así pues, el patrono no debe requerirle al menor que tiene catorce (14)
años autorización de un tercero a los fines de la celebración del contra-
to de trabajo, porque la ley le concede capacidad plena en el ámbito
laboral. Sin embargo, vale la pena traer a colación un interesante traba-
jo realizado por María Alejandra Cardozo y María Delina Sánchez du-
rante el curso del Seminario Las causas que afectan la capacidad de
obrar que dictamos en la Escuela de Derecho de la Universidad Cen-
tral de Venezuela entre 1997 y 1998. En su investigación de campo, las
autoras llegaron a la conclusión que si bien para la fecha el menor tenía
capacidad plena laboral a los dieciséis (16) años, las empresas igual-
mente le requerían a los menores la autorización del INAM, no obstante
su capacidad de obrar.38 Esto porque los patronos de medianas y pe-
queñas empresas buscando “mayor seguridad” así lo exigen.39 En tal

35 Sobre la capacidad del menor para trabajar en el régimen de la LOT anterior a la LOPNA, véase:
Marín Quijada y Richter Duprat, Ob. Cit., pp. 134-140; Wills Rivera, Ob. Cit., p. 165.
36 Indicaba dicha norma: “Los menores que tengan más de catorce (14) años, pero menos de
dieciséis (16) pueden desarrollar labores enmarcadas dentro de las disposiciones de esta Ley,
ejercer las acciones correspondientes y celebrar contratos de trabajo, previa autorización de su
represente legal; a falta de éste, la autorización deberá ser otorgada por el Juez de Menores, el
Instituto Nacional del Menor o la primera autoridad civil.
Cuando el menor habite con su representante legal o existan indicios suficientes, se presumirá
que ha sido autorizado por éste, salvo manifestación expresa en contrario”. Dicha norma fue
derogada expresamente por el artículo 684 de la LOPNA.
37 Véase en este sentido: Marín Quijada y Richter Duprat, Ob. Cit., p. 135.
38 Cardozo, María Alejandra y María Delina Sánchez: Capacidad de obrar del menor en materia
laboral. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1998. Trabajo presentado en el Seminario
“las causas que afectan la capacidad de obrar”, dictado en 1997-98, Escuela de Derecho, Facultad
de Ciencias Jurídicas (inédito)., pp. 23 y 24.
39 Ibíd., p. 24.
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sentido vale observar, que la ley es clara en conceder capacidad plena
al menor de edad en el ámbito laboral, lo que significa que no se precisa
de autorización alguna ni de su representante legal ni de algún organis-
mo competente. El Registro que deben realizar los menores previsto en
el artículo 98 de la LOPNA40 no configura en modo alguno una suerte
de autorización que desnaturalice la capacidad laboral plena del menor.
De allí que la autorización que pretenda exigir un patrono a un adoles-
cente de catorce (14) años a los fines de la celebración del contrato de
trabajo, se presenta –a nuestro criterio– como ilegal. Esto porque, a tal
edad, la ley le concede al menor capacidad de obrar plena en el ámbito
laboral y la capacidad es de orden público,41 por lo que no tienen las
partes la facultad de convertir al capaz en incapaz o viceversa. Preten-
der desconocer la capacidad de obrar plena que concede la ley al me-
nor de catorce años en el ámbito laboral constituye una subversión de
las normas que rigen la capacidad, las cuales por su propia naturaleza
tienen carácter imperativo.

3.2 CAPACIDAD LIMITADA

Según indicamos, la capacidad limitada existe en aquellos casos en que
la persona debe actuar autorizada o asistida a los fines de complemen-
tar su capacidad. Al indicar la ley una edad a partir de la cual el adoles-
cente tiene capacidad laboral plena, significa que por debajo de tal edad,
el adolescente sí precisa de la necesidad de una autorización a los fines
de ejercer su actividad laboral.42

Éste parece ser el sentido del artículo 96 de la LOPNA43 cuando se
refiere a la edad mínima para el trabajo, indicando que ésta es los cator-
ce (14) años, pero luego indica en su parágrafo tercero que : “El Con-
sejo de Protección podrá autorizar, en determinadas circunstancias

40 Véase infra N° 5.2.
41 En efecto, las normas que rigen la materia relativa a la capacidad son de orden público. Véase
al respecto: Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 24 y 25.
42 Véase: Domínguez Guillén, La capacidad procesal ...., pp. 438-441.
43 Que sustituyó al artículo 247 de la LOT, el cual fue expresamente derogado por el Art. 684 de
la LOPNA.
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debidamente justificadas, el trabajo de adolescentes por debajo
de la edad mínima, siempre que la actividad a realizar no menosca-
be su derecho a la educación, sea peligrosa o nociva para su salud
o desarrollo integral o se encuentre expresamente prohibida por la
ley”. Agrega el parágrafo Cuarto de la ley: “En todos los casos, antes
de conceder autorización, el adolescente deberá someterse a un
examen médico integral, que acredite su salud y su capacidad físi-
ca y mental para el desempeño de las labores que deberá realizar.
Asimismo, debe oírse la opinión del adolescente y, cuando sea po-
sible, la de sus padres, representantes o responsables”.

Esto significa que los adolescentes que tienen menos de catorce (14)
años requieren para trabajar autorización del “Consejo de Protección”
y en tales casos se alude a que se tiene capacidad limitada, pues la
plena supone precisamente la ausencia de autorización. Se refiere la
doctrina a capacidad limitada o relativa, porque aun cuando la misma no
supone la capacidad plena,44 el incapaz mantiene la iniciativa del acto45

e implica una posición de ventaja sobre la incapacidad absoluta, la cual
se subsana a través de la representación legal y supone una sustitución.

En tales casos, la ley en materia laboral, es especialmente cuidadosa
respecto del cumplimiento de las normas protectoras del menor.46 Sin
embargo, el propio interés del adolescente siempre que se tenga la opi-
nión favorable de éste47 puede precisar la necesidad del trabajo de ado-
lescentes entre los doce (12) y los catorce (14) años, en cuyo caso nos
referimos a “autorización”. La necesidad de escuchar la opinión del
menor no sólo es un imperativo legal,48 sino que constituye presupuesto
necesario de la autorización, la cual implica que quien la precisa mantie-
ne la iniciativa del acto, porque bien puede decidir no efectuar el mismo.

44 Es decir, la posibilidad de realizar los actos por sí mismo y sin intervención de un tercero.
45 Significa que el incapaz mantiene el poder de decidir o no respecto a la realización del acto;
puede optar por no realizarlo o por efectuarlo, pero en este último caso precisará de la interven-
ción de un tercero que es el llamado a completar su incapacidad, mediante la autorización o la
asistencia.
46 Véase Arts. 96 y 97 de la LOPNA; Arts. 249, 250 y 251 de la LOPT.
47 Tal como lo prevé el Art. 96, Parágrafo Cuarto de la LOPNA.
48 Véase: Art. 97 Parágrafo Cuarto y Art. 80 de la LOPNA; Art. 12 Convención sobre los
Derechos del Niño.
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No obstante que la ley se refiere a “autorización” y ésta supone la
aprobación o desaprobación respecto de la realización de un acto jurídi-
co. Ésta se distingue de la “asistencia” que supone la actuación con-
junta del incapaz y del llamado por la ley a asistir a éste.49 La autorización
es previa al acto, en tanto que la asistencia es simultánea a éste.50 Aho-
ra bien, tanto la autorización como la asistencia, implican una incapaci-
dad limitada donde lo esencial es el control de un tercero que supervisa
la actuación del incapaz. Es por esa razón que se podría concluir, que en
los casos donde la ley prevé la asistencia, la misma podría quedar cu-
bierta con la autorización previa al acto del llamado asistir al incapaz.
Esto por cuanto, se estaría en tal supuesto logrando la misma finalidad
que se pretende con la asistencia, que es la supervisión del incapaz en la
realización del acto específico.

Obsérvese que el citado artículo 96, parágrafo tercero señala que el
Consejo de Protección podrá “autorizar el trabajo” de adolescentes
por debajo de la edad mínima. Pareciera, según la redacción de la nor-
ma, que el citado Consejo autoriza al menor a efectuar el correspon-
diente contrato de trabajo, es decir, se asocia al elemento de la capacidad
negocial. Obsérvese que la norma a diferencia del Art. 100 eiusdem no
prevé lo relativo al ejercicio de las acciones correspondientes por parte
del menor, porque lo que subsiste es un vacío en torno a la capacidad
procesal del adolescente de doce (12) años. Creemos a los fines de ser
consecuentes con un ejercicio efectivo de los derechos laborales del
adolescente que una vez concedida la autorización a los efectos labora-
les, éste queda igualmente facultado para el ejercicio de las acciones
correspondientes si tuviese lugar. Es decir, creemos que el menor no
precisa de autorización del Consejo de Protección a los fines procesa-
les, pues la autorización, una vez otorgada, le concede al adolescente
capacidad negocial y también procesal.51

49 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., p. 46.
50 Ibíd., p. 48.
51 Véase infra N° 5.3. Véase igualmente: Artículo 96, Parágrafo Segundo de la LOPNA. En todo
caso, nuestras reflexiones en torno a la capacidad tienen un sentido técnico, porque según
veremos, independientemente de su capacidad de obrar, el menor no pierde sus derechos y
beneficios.
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Ahora bien, la ley se refiere a la autorización de “adolescentes”52 lo que
implicaría descartar la posibilidad de trabajo a menores de doce (12)
años.53 Sin embargo, podrían acontecer situaciones donde excepcional-
mente un niño54 ejerciera ciertas actividades, tal es el caso de algunas
labores artísticas55 que fuesen convenientes en su propio beneficio e
interés.56 Si llegásemos a admitir tal supuesto justificado por el propio
interés superior del menor, no operaría en tal caso la figura de la “auto-
rización” o de la “asistencia”, porque la misma supone la intervención
activa del incapaz en el acto; el niño, actuaría a través de su represen-
tante legal, a pesar de tratarse de un acto personalísimo.57

4. LA CAPACIDAD DE OBRAR DEL MENOR QUE TRABAJA
EN LO RELATIVO AL PRODUCTO DE TAL ACTIVIDAD

El Art. 273 del Código Civil prevé: “Los bienes que el hijo adquiera
con ocasión de su trabajo u oficio, así como las rentas o frutos
procedentes de los mismos, serán percibidos y administrados per-
sonalmente por él, si ha cumplido dieciséis (16) años, en las mis-
mas condiciones que un menor emancipado.

Los bienes que el hijo adquiera con el aporte patrimonial del pa-
dre o de la madre mientras esté bajo su patria potestad, pertenecen

52 Véase Art. 96 de la LOPNA, Parágrafo Tercero y Cuarto.
53 Esto en virtud de la distinción contenida en el Art. 2 de la LOPNA entre “niños” y
“adolescentes” según la cual: “Se entiende por niño toda persona con menos de doce años
de edad. Se entiende por adolescente toda persona con doce años o más y menos de
dieciocho años de edad...”.
54 Es decir, un menor de edad con menos de doce (12) años.
55 Pensemos en niños actores o cantantes.
56 Se tendría que sopesar en tal caso el interés del niño, su opinión, aptitudes, y a su vez combinarlo
con las correspondientes necesidades educativas. Pero ciertamente, no debemos cerrarnos ante
una oportunidad excepcional donde el menor pueda recibir una importante cantidad de ingresos
que inclusive puedan servir para asegurar su porvenir.
57 De tal suerte, que de admitirse la posibilidad excepcional del trabajo infantil en ciertas y
especiales circunstancias, su actuación se haría efectiva a través de la representación legal por
tratarse de un supuesto de incapacidad absoluta. Esto, a pesar que sería necesario tener siempre
presente la opinión e intervención activa del niño, principal sujeto interesado en un asunto que
le afecta en su esencia. De trata, ciertamente de una situación delicada en la cual sería recomen-
dable la intervención judicial a los fines de no propiciar una situación de explotación e incomo-
didad para el niño.
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en propiedad a dichos progenitores, pero éstos deben reconocer al
hijo una justa participación en las utilidades o ganancias como
remuneración de su trabajo y sin imputación alguna”.

Significa, que si bien de conformidad con el artículo 100 de la LOPNA, el
adolescente de catorce (14) años tiene capacidad de obrar plena, en lo
que respecta al contrato de trabajo y el ejercicio directo de las acciones
derivadas del mismo, es decir, posee capacidad negocial y procesal plena
en lo que respecta al ámbito laboral, no sucede así con la administración
del producto de su trabajo. En tal ámbito, el adolescente trabajador de
conformidad con la norma indicada tiene capacidad limitada, esto en
virtud de la remisión que hace el artículo 273 del Código Civil en relación
con el menor emancipado,58 el cual tiene la simple administración de sus
bienes, pero precisa de autorización judicial para actos de disposición y de
la asistencia de uno de los progenitores que ejercería la patria potestad o
en su defecto de un curador ad hoc, para el ámbito procesal.

Indicamos que a fin de ser consecuentes con la reducción de la capaci-
dad laboral plena a la edad de catorce (14) años establecida por la
LOPNA, la referencia a la edad de dieciséis (16) años del citado artícu-
lo 273 de Código Civil debe igualmente entenderse reducida a la edad
de catorce (14) años. Esto porque la idea de la ley es que el menor que
trabaja y que tiene una capacidad de obrar plena en ese ámbito, tenga a
su vez una capacidad de obrar limitada respecto al producto de su tra-
bajo que se traduce en la necesidad de autorización judicial en el sector
negocial y de asistencia en el ámbito procesal. Poco sentido útil tendría
reconocer al menor capacidad plena para trabajar y propiciar una inca-
pacidad absoluta en la administración de lo que produzca por tal activi-
dad. De tal suerte que el artículo 273 del Código Civil se presenta –a
nuestro criterio– como una sabia disposición que no se debe perder de
vista en la práctica a los fines de hacer efectiva la capacidad de obrar
plena y la capacidad limitada que despliega el menor en su actividad
laboral y en la administración de sus ingresos, respectivamente.59

58 Véase Art. 383 del CC.
59 Véase nuestro comentario en: Domínguez Guillén, La capacidad procesal..., p. 440; Domínguez
Guillén, Ensayos..., pp. 93 y 94.
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Esto implica que el menor en lo que respecta al dinero que percibe por
su trabajo puede realizar actos de simple administración, como es el
caso de recibir cantidades de dinero. Ahora bien, si con el producto de
su labor el menor pretende realizar un acto que exceda de la simple
administración, es decir, un acto de disposición, requerirá de autoriza-
ción judicial y si se ve en la necesidad de proceder judicialmente res-
pecto de tales bienes, precisará de la asistencia de uno de los progenitores
que ejercería la patria potestad o de un curador especial. El menor tra-
bajador tiene facultad para recibir por sí solo cantidades de dinero como
contrapartida de su labor; desconocer el régimen de capacidad limitada
que conceden los Arts. 273 del Código Civil y 100 de la LOPNA al
menor de edad, se traduce en una violación de las normas relativas a la
capacidad, las cuales como hemos indicado son de orden público y de
carácter imperativo.60

Ahora bien, vale preguntarse si esa capacidad limitada del menor traba-
jador en lo que respecta a la administración del producto de su trabajo
sería igualmente aplicable al adolescente de doce (12) que pudiera ser
autorizado a trabajar de conformidad con el artículo 96, parágrafo ter-
cero de la LOPNA.61 Pensamos que una vez que el Consejo de Protec-
ción autoriza al adolescente a celebrar contratos de trabajo, se le debe
permitir la administración respecto al producto del mismo, de conformi-
dad con el artículo 273 del Código Civil, pues no tendría sentido útil y
práctico pensar que el producto del mismo queda sometido a adminis-
tración paterna. Se llegaría al absurdo que un acto de simple administra-
ción, como lo es percibir cantidades de dinero, no pueda ser realizado
por el adolescente, lo que resultaría incompatible con la capacidad labo-

60 No tienen las partes el poder de pretender actuar conforme a un régimen de incapacidad al cual
el menor por propia disposición de ley no pertenece. Así como por ejemplo, el menor emanci-
pado no puede actuar a través de su representante legal, porque ya salió de dicho régimen, y el
mecanismo para subsanar la incapacidad negocial que prevé la ley en tal caso, es la autorización
judicial. El menor emancipado no puede actuar a través de su representante legal, a lo sumo podría
operar la “representación voluntaria” a los fines de realizar el acto, una vez obtenida la autoriza-
ción judicial. Tales consideraciones son igualmente aplicables al caso que nos ocupa del menor
trabajador en lo que respecta al producto de actividad en virtud de la remisión que hace el artículo
273 del Código Civil.
61 Nos referimos al adolescente con capacidad limitada en el ámbito laboral. Véase supra N° 3.2.
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ral que le concedió la autorización del ente protector del menor. Cree-
mos así que el adolescente de doce (12) años que ha sido autorizado
para trabajar, administra el producto del mismo en las mismas condicio-
nes que un menor emancipado, y en consecuencia podrá realizar actos
de simple administración por sí solo, para realizar actos de disposición
precisará de autorización judicial y para actuar en juicio precisará de la
asistencia de uno de los progenitores que ejercería la patria potestad o
de un curador especial.62

5. ALGUNOS ASPECTOS SOBRE EL TRABAJO DEL MENOR

5.1 DERECHOS LABORALES

Los derechos laborales del menor de edad, son en principio, los mismos
que el común de los trabajadores y no podrían ser menos o restringidos,
sino que contrariamente la delicada situación del menor de edad recla-
ma una mayor protección. Sin embargo, vamos a referirnos brevemente
a algunos derechos que se encuentran en la LOPNA expresamente
consagrados a favor del adolescente.

Apreciamos en este sentido, el derecho a la sindicación se presenta
como una manifestación de la libertad de asociación en el ámbito espe-
cial del derecho del trabajo. El artículo 101 de la LOPNA indica: “Los
adolescentes gozan de libertad sindical y tienen derecho a consti-
tuir libremente las organizaciones sindicales que estimen conve-
nientes, así como, de afiliarse a ellas, de conformidad con la ley y
con los límites derivados del ejercicio de las facultades legales que
corresponden a sus padres, representantes o responsables”.63

62 Vale tener presente igualmente el artículo 32 de la Ley sobre el Derecho de autor que prevé: “El
menor que ha cumplido dieciséis años de edad, puede ejercer en juicio las acciones derivadas
de derecho de autor y de los actos jurídicos relativos a la obra creada por él mediante la
asistencia de las personas indicadas en el único aparte del artículo 383 del Código Civil”.
63 Véase: Domínguez Guillén, La capacidad procesal..., p. 440, “El artículo 101 de la LOPNA
concede al adolescente (12 años) el ‘derecho de sindicación’ y ante una capacidad negocial plena
en materia de sindicación, pudiera considerarse igualmente concedida como complemento nece-
sario a la misma la correspondiente capacidad procesal plena del menor para el caso concreto. Sin
embargo, dicha norma hace duda de tal interpretación en virtud de la parte final de la misma que
agrega ‘con los límites derivados del ejercicio de las facultades legales que corresponden a sus
padres, representantes o responsables’”.
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La ley se refiere a “adolescentes” por lo que el derecho de sindicación
alcanza inclusive a los trabajadores de doce (12) años.64 Éstos podrán
constituir y afiliarse a sindicatos.

Ahora bien, no señala la ley si los adolescentes pueden formar parte de
la dirección o administración de los sindicatos. El Reglamento de la LOT
señala en su Art. 143, letra a), num. IV que la libertad sindical compren-
de “elegir y ser elegidos como representantes sindicales”. En un
sentido semejante se pronuncia el Convenio 87 de la Oficina Internacio-
nal del Trabajo, en su Art. 3.65

El artículo 404 de la LOT preveía: “Los trabajadores podrán consti-
tuir sindicatos o formar parte en los ya constituidos y participar en
la dirección y administración sindical siempre que hayan cumplido
dieciocho (18) años”.66 Está claro que el artículo 101 de la LOPNA
varió la capacidad de sindicación del menor de edad concediendo al
adolescente el derecho de constituir sindicatos y afiliarse a los ya exis-
tentes. El artículo 149 del Reglamento de la LOT en este mismo sentido
prevé: “los trabajadores menores de edad podrán ejercer libremen-
te la actividad sindical”.

Sin embargo, la LOPNA no se pronunció en torno a la posibilidad del
adolescente de formar parte de la Directiva del Sindicato y ser repre-
sente sindical.

Esta pregunta la había respondido negativamente la doctrina en el régi-
men anterior, a falta de referencia expresa del legislador.67 Pensamos

64 De conformidad con el Art. 2 de la LOPNA.
65 Esto podría, para algunos, dar pie a sostener que el menor podría ser representante sindical,
porque la libertad sindical incluye la posibilidad de ser representante de tal ente y el ordenamiento
jurídico no establece distinciones según el régimen especial de que se trate, como sería el caso de
los menores. Véase en este sentido, la opinión de Jacqueline Richter Duprat, según nos comentara
en entrevista sostenida en fecha 30-5-03 realizada a los fines del presente trabajo.
66 Tal norma fue expresamente derogada por el Art. 684 de la LOPNA.
67 Véase: Marín Quijada y Richter Duprat, Ob. Cit., p. 136. Refieren los autores que en relación a
la libertad sindical, la ley anterior a la LOT distinguía entre el formar parte de un sindicato y el
participar en su dirección; la LOT en su Art. 404 con una redacción más defectuosa alude al
derecho a sindicación y a formar parte de su dirección o administración si se tiene más de
dieciocho años.
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que actualmente, a falta de una norma expresa que permita al menor
acceder a la directiva del órgano sindical, tal posibilidad debe ser recha-
zada. Creemos que tan importante consideración debió ser expresa-
mente prevista por la ley y en modo alguno puede desprenderse del
derecho genérico de sindicación. Esto porque constituye una regla ge-
neral en materia de capacidad, que para ser representante se requiere
tener capacidad plena, es decir, no puede una persona incapaz de obrar
ejercer a su vez la representación de un ente. Es más, la propia LOP-
NA al consagrar el derecho de asociación, traducido en la posibilidad de
constituir asociaciones en sentido estricto a los adolescentes, en su Art.
84, parágrafo tercero prevé expresamente que el representante legal de
tales entes, a los fines de obligarse patrimonialmente deberá tener ca-
pacidad civil. Si trasladamos esa misma idea al derecho de sindicación,
concluiremos igualmente, que si bien los adolescentes poseen tal dere-
cho, no podrán ser representantes sindicales, en tanto no tengan capaci-
dad de obrar plena para la generalidad de los actos jurídicos, lo cual
tiene lugar a la edad de dieciocho (18) años. Esto encuentra sentido,
porque si bien la ley le concede al adolescente capacidad en materia
laboral, la responsabilidad que supone el ejercicio de una representa-
ción legal o voluntaria resulta conveniente concedérsela a una persona
con capacidad de obrar plena a nivel general.68 De allí que las excep-
ciones a la incapacidad de obrar del menor han de ser expresas.

El derecho de huelga se presenta como un derecho esencial del tra-
bajador a fin de exigir la reivindicación de sus derechos. Se encuentra
en términos generales consagrada en el artículo 97 de la Constitución
de la República Bolivariana de Venezuela, en los Arts. 494 al 506 de la
LOT y en los Arts. 203 al 218 del Reglamento de la LOT. El artículo
103 de la LOPNA prevé: “Los adolescentes tienen derecho de huel-
ga, el cual ejercerán de conformidad con la ley y con los límites
derivados del ejercicio de las facultades legales que corresponden
a sus padres, representantes o responsables”.

68 Véase en este mismo sentido: sobre la negativa de los menores de ser representantes sindicales,
la opinión de César Augusto Carballo Mena, según información que nos diera en fecha 31-5-03 a
los fines de este trabajo.
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El derecho de vacaciones está consagrado en el artículo 104 de la
LOPNA que refiere: “Los adolescentes trabajadores tienen derecho
a disfrutar de un período de veintidós días hábiles de vacaciones
remuneradas. Todos los adolescentes trabajadores deberán disfru-
tar, efectivamente, del período de vacaciones. En consecuencia, el
disfrute de las mismas debe realizarse en la oportunidad que co-
rresponda y se prohíbe posponer su disfrute o acumulación”.

El derecho a la seguridad social se encuentra en términos generales
consagrado en el Art. 86 de la Constitución. El artículo 110 de la LOP-
NA refiere: “El adolescente trabajador tiene derecho a ser inscrito
obligatoriamente en el Sistema de Seguridad Social y gozará de
todos los beneficios, prestaciones económicas y servicios de salud
que brinda el Sistema, en las mismas condiciones previstas para
los mayores de dieciocho años de edad, de conformidad con la
legislación especial en la materia”. El artículo 111 eiusdem prevé lo
relativo a la inscripción en el Sistema de Seguridad Social.69

En torno a la jornada de trabajo indica el artículo 102 de la LOPNA:
“La jornada de trabajo de los adolescentes no podrá exceder de
seis horas diarias y deberá dividirse en dos períodos, ninguno de
los cuales será mayor de cuatro horas. Entre esos dos períodos, los
adolescentes disfrutarán de un descanso de una hora. El trabajo
semanal no podrá exceder de treinta horas. Se prohíbe el trabajo
del adolescente en horas extraordinarias”. Dicha norma sustituye al

69 Indica la norma: “El adolescente trabajador podrá inscribirse, por sí mismo, en el Sistema de
Seguridad Social.
Parágrafo Primero: Los patronos deben inscribir al adolescente trabajador a su servicio en el
Sistema se Seguridad Social, inmediatamente después de su ingreso al empleo. El que omita la
inscripción del adolescente trabajador en el Sistema de Seguridad Social, será responsable por el
pago de las prestaciones y servicios de los cuales el adolescente trabajador habría sido beneficia-
rio, si se hubiere inscrito oportunamente, sin menoscabo de los posibles daños y perjuicios a que
hubiere lugar.
Parágrafo Segundo: El Estado brindará facilidades para que los adolescentes trabajadores no
dependientes puedan inscribirse y beneficiarse del Sistema de Seguridad Social. Las contribuciones
de estos adolescentes trabajadores deben ajustarse a sus ingresos y nunca podrán ser mayores a las
que se fijan para los trabajadores dependientes”.
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artículo 254 de la LOT,70 pero la variación que se aprecia es que se
elimina la referencia a la edad de dieciséis (16) años y actualmente se
alude a “adolescente” en general, es decir, a menores de doce (12) años
o más; también se reduce el tiempo de descanso de dos horas a una
hora y que se prohíbe el trabajo de adolescentes en horas extraordina-
rias, el resto de la norma se conservó intacta. La LOT contenía impor-
tantes limitaciones en torno a la jornada del trabajo del menor.71 El
contrato de trabajo del menor por las características del sujeto trabaja-
dor, constituye un contrato especial y en consecuencia tiene una jorna-
da inferior a la normal.72

Respecto a la remuneración, el menor tiene derecho a una remunera-
ción, como es natural, en un contrato de trabajo. La LOT trae normas
relativas a tal aspecto.73 La ley consagra acertadamente la prohibición
de discriminación en torno a la remuneración,74 es decir, el menor de
edad debe percibir la misma cantidad que el mayor de edad que realiza
la misma actividad.75

Finalmente como contrapartida a los derechos de menores se alude a los
deberes de terceros. En efecto, la doctrina se ha referido a los deberes
u obligaciones de algunas personas respecto del menor. En este sentido,
Lourdes Wills alude a las personas involucradas en la protección laboral
del menor76 y distingue dentro de las mismas a los progenitores, a los
empleadores, a los terceros y al Estado.77 Este último interviene a través
de los organismos protectores del menor, del Ministerio del Trabajo, del
Ministerio Público de Menores, del Servicio de Ayuda Juvenil, de los Tri-

70 Que fue expresamente derogado por el Art. 684 de la LOPNA.
71 Véase Arts. 255 al 257.
72 Véase: Figuera Ortiz, Edgar: Jornada de Trabajo. En: Estudios Laborales. Ensayos sobre
Derecho del Trabajo y disciplinas afines en homenaje al profesor Rafael Alfonzo Guzman.
Caracas, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Instituto de
Derecho Privado, 1986, Tomo 1, p. 364.
73 Véase Art. 259 LOT.
74 Véase Art. 258 LOT.
75 Véase en este sentido: Parra Aranguren, Derechos y Deberes..., p. 111; Marín Quijada y Richter
Duprat, Ob. Cit., p. 168.
76 Wills Rivera, Ob. Cit., pp. 167-174.
77 Ídem.



LA CAPACIDAD LABORAL DEL MENOR DE EDAD 397

bunales, etc.78 En efecto, la protección del menor trabajador supone la
participación de personas y organismos encargados de velar por el cum-
plimiento del orden jurídico en la materia que nos ocupa.

5.2 REQUISITOS LABORALES

Vale la pena referirnos a algunos requisitos formales que dispone la ley
respecto al trabajo del menor. Así, el registro de los menores se consi-
dera una exigencia prevista en la ley a los fines del ejercicio de la acti-
vidad laboral. Si bien los adolescentes de catorce (14) años tienen
capacidad plena laboral, la ley a los fines de la supervisión y fiscaliza-
ción de la protección que se le debe conceder al menor, prevé registro
obligatorio de éstos a los fines laborales. En efecto, indica el artículo 98
de la LOPNA que “para trabajar, todos los adolescentes deben ins-
cribirse en el Registro de Adolescentes Trabajadores, que llevará,
a tal efecto, el Consejo de Protección”. Dicho registro contendrá la
información fundamental que tiene que ver con el menor y con su con-
trato de trabajo.79 La LOT presenta ciertas disposiciones que siguen
una orientación similar.80 Cabe apreciar que en modo alguno dicho re-
gistro se presenta como un requisito que pueda afectar la validez o exis-

78 Ibíd., pp. 169-174.
79 Señala el Parágrafo Primero del artículo 98 de la LOPNA que el Registro contendrá:
“a) Nombre del adolescente;
b) Fecha de nacimiento;
c) Lugar de habitación;
d) nombre de sus padres, representantes o responsables;
e) escuela, grado de escolaridad y horario escolar del adolescente;
f) lugar, tipo y horario de trabajo;
g) fecha de ingreso;
h) indicación del patrono, si es el caso;
i) Autorización, si fuere el caso;
j) Fecha de ingreso al trabajo;
k) Examen médico:
l) Cualquier otro dato que el Consejo de Protección, el Consejo de Derechos o el Ministerio del
ramo, considere necesario para la protección del adolescente trabajador, en el ámbito de su
competencia.
Parágrafo Segundo: Los datos de este registro serán enviados, mensualmente, al ministerio del
ramo, a efectos de la inspección y supervisión del trabajo”.
80 Véase: Arts. 263 y 265.
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tencia del contrato, pues como es lógico, ni siquiera la falta de capaci-
dad hace perder al menor su derecho a remuneración.81

A los fines de que el Estado pueda llevar un mejor control sobre los meno-
res trabajadores, se precisa de una credencial. De conformidad con el
artículo 99 de la LOPNA “la inscripción en el Registro de Adolescen-
tes Trabajadores da derecho a una credencial que identifique al
adolescente como trabajador, con vigencia de un año...”.82 El artícu-
lo 263 de la LOT que preveía lo relativo a la libreta expedida al menor por
el Ministerio del ramo, igualmente fue derogado por la LOPNA.83 La
LOT en su Art. 264 cuando se refiere a los “menores que laboran de
manera independiente” (vendedores ambulantes, limpiabotas, pregoneros
y otros) igualmente alude a la necesidad de un carnet que debe señalar la
escuela donde estudia y su respectivo horario de clases. Comentó Lour-
des Wills en forma acertada que tal disposición contrariaba abiertamente
la legislación especial de menores, porque la Ley Tutelar de Menores
consagraba la figura de la situación de peligro respecto de los menores y
la misma ciertamente no quedaba excluida por el referido carnet.84 Sin
embargo, la LOPNA en su artículo 684 derogó expresamente el artículo
264 de la LOT85 que estamos comentando.

La ley requiere de un examen médico anual por parte del menor. La
LOPNA en su artículo 105 prevé la necesidad de dicho examen por
parte del adolescente trabajador: “Los adolescentes trabajadores de-
ben someterse a un examen médico integral cada año, con el obje-

81 Véase infra N° 5.3 y Art. 96, parágrafo segundo LOPNA.
82 Agrega la norma que dicha credencial contendrá:
“a) nombre del adolescente:
b) foto del adolescente
c) fecha de nacimiento;
d) lugar de habitación;
e) escuela, grado de escolaridad y horario escolar;
f) nombre de sus padres, representantes o responsables;
g) lugar, tipo y horario de trabajo;
h) fecha de ingreso al trabajo;
i) fecha de vencimiento de la credencial”.
83 Según se evidencia del Art. 684 de la LOPNA.
84 Wills Rivera, Ob. Cit., pp. 174 y 175.
85 Derogó también los artículos 247, 248, 254, 263 y 404 de la LOT.



LA CAPACIDAD LABORAL DEL MENOR DE EDAD 399

to de identificar los posibles efectos del trabajo sobre su salud”.
Dicha norma adicionalmente recalca el deber del patrono por velar por
la realización de tal examen.86 La LOT igualmente contiene normas en
este mismo sentido.87

5.3 EL CONTRATO DE TRABAJO

El contrato de trabajo reviste una naturaleza especial dada la posición
de hiposuficiencia jurídica en que se ubica el trabajador respecto del
patrono, lo que ha llevado a clasificar al derecho laboral como pertene-
ciente al derecho social.88 Ahora, dentro de la especialidad que plantea
el contrato de trabajo, el que se refiere a menores a su vez, se ubica
dentro de los contratos especiales en virtud del sujeto trabajador.89 En
tales casos la protección legal es más ardua, porque estamos en presen-
cia de una doble condición de desventaja que precisa de protección.90

Ha indicado la doctrina en relación con la validez del contrato de tra-
bajo de los menores, que es condición indispensable para la existencia
de un contrato que se cumplan los requisitos del Derecho Civil, a sa-

86 Agrega la disposición en su parágrafo primero: “El patrono debe velar porque el adolescente se
someta a este examen oportunamente y, a tal efecto, debe concederle las facilidades necesarias.
El patrono está en la obligación de denunciar, ante los Consejos de Protección, los casos en que
los adolescentes trabajadores a su servicio no puedan someterse a estos exámenes, por causas
injustificadas imputables a los servicios o centros de salud”. El parágrafo segundo señala: “Los
adolescentes trabajadores, no dependientes deben someterse a un examen médico integral anual,
en servicio o centro de salud público, de forma totalmente gratuita”.
87 Véase Arts. 252 y 253. Sería interesante preguntarse si los requisitos mencionados se están
cumpliendo en la práctica.
88 En el derecho social, si bien estamos dentro de la rama del derecho privado, no nos encontra-
mos ante una relación en un plano de igualdad que es la característica típica de este último, sino
que una de las partes en virtud de su condición se encuentra en una situación de desventaja
respecto de la otra, tal es el caso de la materia laboral o la de menores.
89 Véase sobre los regímenes especiales incluyendo a los menores: Martini Urdaneta, Alberto:
Regímenes especiales de trabajo. En: Estudios sobre Derecho Laboral Homenaje a Rafael Calde-
ra. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, edit. Sucre, 1977, T. II, pp. 965-988. Véase
también sobre la jornada en relación a los menores: Figuera Ortiz, Ob. Cit., p. 364.
90 Recordemos la frase de Marín Quijada y Richter Duprat en el sentido de que la situación jurídica
de los menores trabajadores es “una protección dentro de otra protección” (Ob. Cit., p. 111).
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ber, consentimiento, objeto y causa.91 En la práctica, la anulabilidad
de los contratos se traduce en un modo de rescindirlos unilateralmen-
te. Por ser de trato sucesivo, no se cumple en estos casos la ficción de
que nunca han existido; los efectos cumplidos no pueden borrarse.92

De allí que el menor en ningún caso pierde la remuneración y las pres-
taciones por el trabajo realizado.93

Según hemos indicado94 el menor de catorce (14) años tiene capacidad
negocial plena para celebrar contratos de trabajo. Sin embargo, el requi-
sito formal de la capacidad de obrar no puede, como es obvio, afectar el
derecho a la remuneración del menor con una edad inferior a los catorce
(14) años. Éste tendrá derecho a la remuneración, pero podrá alegar su
incapacidad para sustraerse de los efectos del contrato de trabajo, porque
precisamente su incapacidad legal existe únicamente en su favor.

Ahora bien, si el menor de edad pretende demandar el cumplimiento
del contrato de trabajo y las obligaciones derivadas de éste ¿Cuál es
el juez competente? La jurisprudencia ha indicado, que será el juez
laboral, siempre que el menor actúe como demandante, en tanto que
corresponderá a la jurisdicción del niño y del adolescente cuando el
menor es demandado.95

91 Véase: Parra Aranguren, Derechos y deberes...., pp. 109 y 110; Martini Urdaneta, Ob. Cit., p. 969.
92 Parra Aranguren, Derechos y deberes...., p. 110.
93 Véase: ídem; Martini Urdaneta, Ob. Cit., p. 969. Véase: Art. 96, Parágrafo segundo de la
LOPNA: “En los casos de infracción a la edad mínima para trabajar, los niños y adolescentes
disfrutarán de todos los derechos, beneficios y remuneraciones que les correspondan, con
ocasión de la relación de trabajo”.
94 Véase supra N° 3.
95 Véase: TSJ/ SCC, Sent. 22-3-02, J.R.G., T. 186, pp. 576-579; TSJ/SCS, Sent. 4-4-02, J.R.G., T.
187, pp. 723-726; TSJ/SCS, Sent. 25-4-02, J.R.G., T. 187, p. 768-771; TSJ/SCS; Sent. 28-5-02.
J.R.G., T. 188, pp. 641 y 642. Ha considerado el Máximo Tribunal si los menores son actores el
asunto corresponde a la jurisdicción laboral, pues el Art. 177 de la LOPNA que establece la
competencia de la Sala de Juicio ha de ser interpretado en forma coherente, pues establece en su
letra e) las demandas contra niños y adolescentes. Se ha indicado que la norma le atribuye
competencia a dicha Sala en caso de demanda patrimonial o del trabajo CONTRA un menor pero
no si éste es el DEMANDANTE. Véase en sentido contrario: TSJ/SCS, Sent. 18-4-02, J.R.G., T.
187, p. 750.
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CONCLUSIÓN

El adolescente de catorce (14) años tiene capacidad de obrar plena en
ámbito laboral de conformidad con el artículo 100 de la LOPNA. Ello
constituye una importante excepción a la incapacidad de obrar que
afecta al menor de edad. El menor que cuenta con tal edad puede por
sí solo celebrar contratos de trabajo como reflejo de su capacidad
negocial en esta materia, así como podrá ejercer las acciones deriva-
das del mismo, lo cual constituye una muestra de su capacidad proce-
sal. El adolescente que tenga menos de catorce años, es decir, el menor
que cuente con doce (12) años, podría ser autorizado a trabajar si la
actividad a realizar no menoscaba su derecho a la educación, pero en
tales supuestos precisamente en razón de que se precisa de tal “auto-
rización” ha de concluirse que estamos en presencia de una capaci-
dad limitada. A su vez, en lo que respecta al producto de su trabajo, el
menor cuenta con una capacidad limitada, de conformidad con el artí-
culo 273 del Código Civil, pues administra tales bienes en las mismas
condiciones que un menor emancipado, precisando así de autorización
judicial para los actos de disposición y de la asistencia de uno de los
progenitores que ejercería la patria potestad o en su defecto de un
curador especial, para los actos procesales.

El trabajo del menor se ha convertido en una necesidad en nuestro me-
dio y un orden jurídico que pretenda desconocer tal realidad, redundaría
en perjuicio de la adolescencia. La sabia intervención del orden legal
impone una efectiva protección al menor trabajador, con una gama de
derechos especiales que permitan un ejercicio pleno de los beneficios
laborales. La capacidad de obrar plena del menor en el ámbito laboral
representa la consagración legislativa de la madurez que exige la nece-
sidad de trabajo. Si a esa capacidad se une una eficaz protección jurídi-
ca, la actividad laboral del menor, más que como un impedimento
educativo, podrá constituir el cimiente de un futuro productivo.


